
  

 

     I.   EXPEDIENTE D-11269    -  SENTENCIA C-583/16  (Octubre 26) 

          M.P. Aquiles Arrieta Gómez  
 

 

1. Norma acusada 
LEY 1149 de 2007 

(Julio 13) 

Por la cual se reforma el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social para hacer efectiva la oralidad en 

sus procesos 

ARTÍCULO 5o. El artículo 45 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el artículo 22 de 
la Ley 712 de 2001, quedará así: 

Artículo 45. Señalamiento de audiencias. Antes de terminar la audiencia el juez señalará fecha y hora para efectuar 
la siguiente, esta deberá ser informada mediante aviso colocado en la cartelera del Juzgado en un lugar visible al 
día siguiente. 

Las audiencias no podrán suspenderse, se desarrollarán sin solución de continuidad dentro de las horas hábiles, 
hasta que sea agotado su objeto, sin perjuicio de que el juez como director del proceso habilite más tiempo. 

En ningún caso podrán celebrarse más de dos (2) audiencias. 

ARTÍCULO 12. El artículo 80 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social quedará así: 

Artículo 80. Audiencia de trámite y juzgamiento en primera instancia. En el día y hora señalados el juez practicará 
las pruebas, dirigirá las interpelaciones o interrogaciones de las partes y oirá las alegaciones de estas. Los testigos 
serán interrogados separadamente, de modo que no se enteren del dicho de los demás.  

En el mismo acto dictará la sentencia correspondiente o podrá decretar un receso de una (1) hora para 
proferirla y se notificará en estrados. 

 

2. Decisión  

Declarar EXEQUIBLES frente a los cargos examinados, las expresiones demandadas en el 
artículo 5º y el artículo 12 de la Ley 1449 de 2007.  
 
3. Síntesis de la providencia  

El problema jurídico que debía resolver la Corte Constitucional en esta oportunidad, consistió 
en determinar si el legislador vulneró los derechos al debido proceso y al acceso a la 
administración de justicia, al limitar a una hora el tiempo concedido para el desarrollo de la 
audiencia de conclusión y el poder suspenderla y posponerla, por la supuesta afectación que 
tales restricciones de tiempo y modo imponen a la presentación de los alegatos de conclusión.  

De manera preliminar la Corte verificó que no existía cosa juzgada constitucional frente a la 
sentencia C-543 de 2011 que resolvió una demanda en contra de una disposición legal similar. 
Sin duda, existe relación entre las normas y los cargos analizados en aquella ocasión y los que 
se deben analizar en la presente, puesto que ambas disposiciones  (Ley 1395/10, art. 25 y Ley 
1149/07, arts. 5 y 12) están destinadas a brindar celeridad a los procedimientos en el marco 
de la implementación de la oralidad. Sin embargo, los parámetros normativos tienen 
diferencias, puesto que en el caso ya decidido se analizó la restricción temporal a la suspensión 
que el juez puede hacer en la audiencia, antes de dictar su sentencia, mientras que en el 
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presente caso se fundamenta en la duración total de la audiencia y en la supuesta imposibilidad 
de aplazarla por más de una hora. Si bien ambos supuestos tienen un objeto y fin asimilables, 
las normas presentan diferencias sustanciales. En primer lugar, el contexto normativo en que 
se inscribe cada disposición es distinto, toda vez que las normas ya examinadas se refieren a 
un asunto civil, en el que se debaten intereses privados, mientras que el actual examen se 
relaciona con la protección de los derechos del trabajador, esto es, la salvaguarda de un 
derecho fundamental. En segundo lugar, la norma declarada examinada en la sentencia C-
543/11 en cuanto a su proporcionalidad, establece un término máximo de dos (2) horas para 
el receso de la audiencia, previo al pronunciamiento. En el presente caso, el artículo 5º de la 
Ley 1149 de 2010 fija un término de receso de una hora, sin establecer ninguna prohibición 
para que el término sea ampliado o reducido, de modo que es claro que las disposiciones no 
tienen idéntico contenido normativo. Aunque no había lugar a la existencia de cosa juzgada, la 
corporación consideró que la sentencia C-543/11 contiene aspectos relevantes para analizar y 
resolver el presente caso, por lo que constituye un precedente a tomar en cuenta.  

En concreto, las disposiciones demandadas hacen parte de una reforma parcial del Código 
Procesal del Trabajo y la Seguridad Social cuya finalidad es promover la celeridad procesal, 
haciendo efectiva la oralidad. En ese contexto, para la Corte, la prohibición de suspender la 
audiencia, no extingue el derecho de presentar los alegatos de conclusión que las partes tengan 
a bien presentar, ni de que sean escuchados y considerados por el juez. Las limitaciones de 
modo y tiempo en que deben presentarse tales alegatos, se adecuan a las finalidades de 
celeridad e inmediación que persigue el diseño procesal, pero no se anulan ni restringen. No 
se está suprimiendo una instancia de defensa, una herramienta legal o un recurso que se tenía 
y ahora se pierda.  Observó que una justicia pronta, cumplida y sustantiva, cuando están en 
juego los derechos de los trabajadores se acompasa perfectamente con el fin esencial del 
Estado de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución, de manera que la celeridad y la inmediación son fines legítimos desde la 
perspectiva constitucional. Los medios elegidos por el legislador para conseguir en el presente 
caso tales fines, no se encuentran prohibidos o proscritos. Ninguna disposición de la Carta 
prohíbe que el legislador diseñe el proceso laboral de primera instancia de tal forma que sea 
desarrollado en dos (2) audiencias que no puedan ser suspendidas. Las restricciones 
temporales y de espacios propios de un proceso judicial son herramientas legales legítimas y 
resultan adecuadas para lograr la celeridad por un lado, evitando que la audiencia se prolongue 
indefinidamente y evitando de otro, que el juez se distancie y pierda el contacto directo, 
completo y presente con las pruebas y alegatos presentados. El efecto logrado con la reforma 
es que el proceso tiene una duración determinada, célere, en la que el juez participa de forma 
constante y directa. Una vez iniciada la segunda audiencia, solo puede terminar con una 
decisión, sin lugar a aplazamiento ni a dilaciones. Sin duda, ello obliga a las partes y al juez a 
adaptar su proceder, pero cumple con el objetivo de dar celeridad e inmediación al proceso. 
Por consiguiente, la Corte encontró que la prohibición de suspender las audiencias del proceso 
laboral ordinario y en particular aquella de trámite y juzgamiento, es una medida razonable 
constitucionalmente, en tanto busca fines legítimos a través de un medio no prohibido, que es 
adecuado para lograr alcanzar dichos fines de celeridad e inmediación en la justicia.  

De igual manera,  la disposición de que en el mismo acto se dicte la sentencia y se pueda 
decretar un receso de una hora para proferirla, a juicio de la Corte, resulta un medio adecuado 
para alcanzar las finalidades enunciadas, al establecer un término suficientemente amplio  para 
que el juez estructure las conclusiones sobre la audiencia y suficientemente corto para evitar 
que la audiencia e dilate y así se diluyan las impresiones que en la misma se haya formado el 
juez. Tal como está diseñada la norma, el receso es una opción para el juez, que puede tomarlo, 
si así lo requiere, inmediatamente después de concluir con la etapa probatoria y antes de dictar 
el fallo. Advirtió que el juez como director del proceso, cuando así lo considere estrictamente 
necesario, podría ampliar o reducir ese término de forma razonable, como lo puede hacer con 
otros procedimientos en el marco de la autonomía y la flexibilidad que le imprime la reforma. 
En ese orden, la Corte concluyó que el legislador no vulneró los derechos de acceso a la justicia 
y al debido proceso al imponer restricciones de modo y tiempo en el proceso laboral oral de 
primera instancia en dos audiencias, sin la posibilidad de que la segunda audiencia se aplace 
o suspenda más allá de un receso una hora ante de la decisión.  

 


